Boletín Nº 899-07-3-A.


Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que dicta normas de adopción de menores, modifica la ley Nº 7.613 y deroga la ley Nº 18.703.�


________________________________________________________________


Honorable Cámara:


	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en tercer trámite constitucional, sobre  el proyecto de ley, individualizado en el epígrafe, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


I. Antecedentes.


	— Legislación sobre adopción.


	La ley Nº 5.343, de 1934, estableció, por primera vez en Chile, los requisitos, procedimientos y condiciones que debían cumplir los interesados en adoptar.


	La ley Nº 7.613, de 1943, derogó la ley anterior y estableció un tipo de adopción aplicable tanto a mayores como a menores de edad, la que siempre debía ser autorizada por la justicia ordinaria con conocimiento de causa y previa audiencia de parientes.


	Este tipo de adopción sólo establecía relaciones jurídicas entre el adoptante y el adoptado; pero no entre éstos y la familia del otro. En lo que respecta al adoptado, continuaba formando parte de su familia y conservaba en ella todos sus derechos y obligaciones.


	 La ley Nº 16.346, de 1965, estableció la legitimación adoptiva, cuyo objeto fue conceder el estado civil de hijo legítimo de los legitimantes adoptivos, con sus mismos derechos y obligaciones.


	La legitimación adoptiva, para los menores de 18 años que se encontraren en alguna de las situaciones previstas por el legislador (abandonados, huérfanos, hijos de padres desconocidos o hijos de cualquiera de los cónyuges) producía iguales efectos que la filiación biológica, no sólo respecto de los padres adoptivos sino también frente a toda la familia de éstos, caducando, con algunas excepciones, los vínculos de filiación anterior del menor.


	La ley Nº 18.703 dictó normas sobre adopción de menores y derogó expresamente la ley Nº 16.346.


	De acuerdo con esa ley, la adopción puede ser simple o plena. 


La adopción simple no constituye estado civil y sólo crea entre adoptante y adoptado los derechos y obligaciones que prevé la ley.


La adopción plena, en cambio, concede al adoptado el estado civil de hijo legítimo de los adoptantes y hace caducar los vínculos de la filiación de origen del adoptado en todos sus efectos civiles, con la salvedad de que subsistirán los impedimentos para contraer matrimonio.


En forma complementaria, esta ley norma la salida de menores para su adopción en el extranjero.


El proyecto despachado por la Cámara, junto con derogar la normativa anterior sobre la materia, contemplaba la adopción plena, la adopción plena internacional y la adopción simple. 


El proyecto aprobado por el H. Senado, que también deroga las leyes Nos. 7.613 y 18.703, unifica el régimen aplicable a la adopción, poniendo término tanto al “contrato” de adopción o adopción clásica de la ley Nº 7.613, como a la “adopción simple” y “plena” de la ley Nº 18.703, que están de acuerdo con el sistema filiativo que actualmente rige y que está en vías de ser reemplazado en su integralidad, una vez que entre en vigencia la ley Nº 19.585, que modifica el Código Civil en lo relativo a la filiación. �


El efecto principal de la adopción será el de conferir al adoptado, que debe ser menor de edad, el estado civil de hijo de los adoptantes.�


Parece útil destacar, como principio rector, que todas y cada una de las disposiciones de este proyecto se fundan en el superior interés del menor, principio que el artículo 1º consagra y desarrolla expresamente, añadiendo, a mayor abundamiento, que el objeto de la adopción es amparar el derecho del menor a vivir y desarrollarse en el seno de una familia que le brinde el afecto y le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades espirituales y materiales, cuando ello no le pueda ser proporcionado por su familia de origen. Ante cualquier conflicto de intereses entre los derechos de los padres biológicos, de los futuros padres adoptivos y de los adoptados, prevalecerán los derechos de estos útlimos.


Ese interés superior se expresa, en lo particular, en la obligación que se impone al juez en el artículo 3º de tener en cuenta las opiniones del menor durante los procedimientos de adopción, en función de su edad y madurez, o de recabar el consentimiento de éste, manifestado expresamente ante el juez durante el procedimiento previo a la adopción, si fuere menor adulto, � así como en la facultad del SENAME y de los organismos acreditados ante éste de hacerse parte en todos los asuntos que regula esta ley, en defensa de los derechos del menor comprendido entre sus normas (artículo 4º). 


	— Contenido reglamentario de los informes solicitados.


	De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 119 del Reglamento, en su informe, tanto la Comisión de Familia como la de Constitución, Legislación y Justicia, deben pronunciarse sobre el alcance de las modificaciones introducidas por el Senado, que fluye de su análisis comparativo con el proyecto aprobado por la Cámara y de los diversos antecedentes que conforman la historia fidedigna de su establecimiento.


	Además, si lo estimaren conveniente, en sus informes pueden recomendar la aprobación o el rechazo de las enmiendas propuestas.


	— Quórum especiales de votación.


	La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó, en el carácter de normas de carácter orgánico constitucional los artículos 14 (ha pasado a ser artículo 12); 22, 30 (ha pasado a ser 37); 34 (ha pasado a ser 33); 39 (ha sido suprimido); 46, 59, 60 (los tres susprimidos), y 67 (ha pasado a ser artículo 44).


	Y, con el carácter de normas de quórum calificado, los artículos 58 (ha sido eliminado), y 68 (ha pasado a ser inciso segundo del nuevo artículo 18).


	El Senado votó como disposiciones de carácter orgánico constitucional los artículos 17, nuevo, y 22, 30, 34 y 67 de la Cámara, que han pasado, en el texto propuesto por la Cámara revisora, a ser 22, 37, 33 y 44, respectivamente.


	Asimismo, dio su aprobación, en carácter de normas de quórum calificado, a las contenidas en los artículos 13, inciso tercero�, y 18, inciso segundo (artículo 68 de la Cámara), ambas del texto del Senado.


	— Personas invitadas.


	Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración del Diputado señor Jaime Orpis Bouchon y de los siguientes funcionarios del Ministerio de Justicia: señora Amira Esquivel Utreras, abogada asesora del Ministerio de Justicia; señora Brunilda Rodríguez Quelopana, Jefa del Departamento de Asesoría y Estudios; señor Carlos Maldonado Curti, Jefe de Gabinete del Subsecretario, y señor Cristóbal Pascal Cheetham, Jefe del Departamento de Defensa Social.


	Asistieron, también, especialmente invitados, los Ministros de la Excma, Corte Suprema señores Enrique Cury Urzúa y Mario Garrido Montt.


II. Resumen de los acuerdos adoptados por la Comisión.


	La Comisión de Familia, según se expresa en su informe, acordó por unanimidad recomendar la aprobación de la totalidad de las modificaciones introducidas por el Senado, por estimar que ellas perfeccionan la normativa propuesta.


--------


	Esta Comisión comparte, en general, el juicio anterior, dado que, evidentemente, las enmiendas mejoran el proyecto original .


	Con todo, después de tener a la vista el informe de la Comisión de Familia, así como el texto comparado elaborado por la Secretaría de la Corporación,  en el cual se contienen el proyecto despachado en primer trámite por esta Cámara y las modificaciones propuestas por el Senado, ha llegado a la conclusión unánime, compartida por los representantes del Gobierno, de que habría ciertas normas que son susceptibles de ser mejoradas, sea para precisar en mejor forma su verdadero sentido y alcance o para subsanar los reparos de que fueron objeto durante la discusión.


	En tal situación se encuentran los siguientes artículos del proyecto aprobado por el H. Senado: 6º, 8º, 10, 18, 19, 20, 23, 30, 38 y 68, los que os recomienda rechazar, con el fin de provocar de esta forma el trámite de la comisión mixta previsto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República para instar al establecimiento de la normativa de reemplazo que recoja las observaciones y reparos que más adelante se expresarán.


--------


	El resto de las adiciones y enmiendas, tal como lo propusiera la Comisión de Familia, os recomienda que las aprobéis en los términos propuestos.


	En atención a la circunstancia de que la Comisión de Familia ha determinado ya en su informe el sentido y alcance de las adiciones y enmiendas del Senado, vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia ha estimado innecesario emitir un pronunciamiento en el mismo sentido, para evitar repeticiones inútiles.


	Por la razón indicada, este informe sólo se referirá a los artículos que vuestra Comisión ha recomendado rechazar.


III. Sentido y alcance de las disposiciones que se recomienda rechazar; observaciones y reparos, y acuerdos adoptados por la Comisión.


Título I


Disposiciones generales


Artículo 6º, del Senado.


	Corresponde al artículo 7º de la Cámara.


	La disposición aprobada por la Corporación faculta sólo al SENAME, o a los organismos acreditados ante éste, para intervenir en programas de adopción, a los cuales define como el conjunto de actividades tendientes a procurar al niño una familia responsable. Comprenden apoyo y orientación a la familia de origen del menor, la recepción y cuidado de éste, así como la evaluación de los solicitantes y su preparación como familia adoptiva.


	El Senado le ha agregado un inciso final, a fin de precisar, para los efectos anteriores, que la “familia de origen” se extiende a los parientes consanguíneos indicados en el artículo 13, esto es, a los ascendientes y parientes consanguíneos de grado más próximo del menor y, a falta de ellos, a quienes lo tengan bajo su cuidado.


--------


	Llamó la atención de la Comisión la ausencia de normas de acreditación de los organismos que habrán de participar en el proceso de adopción, siendo los encargados de hacer la evaluación técnica y de comprobar la idoneidad de los postulantes.


	Se hizo saber que el SENAME cuenta con un programa nacional de adopción al cual se encuentran vinculadas todas las instituciones acreditadas en el  Servicio, existiendo por lo tanto, criterios muy homogéneos, como un informe psicológico, un informe social, una entrevista personal, recomendaciones de la comunidad, etc. 


	Los criterios para determinar la idoneidad se encuentran encomendados a profesionales del área de la psicología y de las ciencias sociales, que han generado un conjunto de instrumentos que validan el proceso.


	Pareció razonable, por lo expuesto, que si se aplica el criterio de la conveniencia del menor  y se busca evitar el tráfico de menores, lo lógico es que estos organismos estén acreditados ante un órgano contralor, debiendo la ley contemplar el marco regulador básico y no el reglamento.


	Se hizo saber que en el proyecto de ley de subvenciones se regula la situación de estos organismos, siempre que reciban subvención.


	De igual forma, se estimó pertinente consagrar en la ley criterios orientadores sobre la forma de actuación de estos organismos.


	La Comisión, por unanimidad, acordó recomendar el rechazo de este artículo, con el fin de que se contemplen en él las normas básicas sobre la acreditación de los referidos organismos.


	Se sugiere, además, propiciar la modificación del actual inciso segundo, para precisar que estos organismos realizarán sus actividades a través de profesionales expertos y habilitados en esta área. 


--------


	En cuanto a las críticas sobre la centralización y burocratización del SENAME, así como al otorgamiento de atribuciones que se consideran excesivas, excluyéndose con ello la participación e intervención de instituciones privadas, ellas fueron desestimadas por la Comisión, por no ser efectivas.


	El texto aprobado por el Senado iguala a los organismos con subvención y a los privados, fortaleciendo a estos últimos. 


	El rol que se establece para el SENAME es de defensor de los intereses del niño, siendo elemental, sobretodo en el tema de la adopción por personas no residentes en Chile, que haya un organismo fiscalizador respecto del procedimiento que se está llevando a cabo, que vele por el cumplimiento de los requisitos legales.


	Los registros que debe llevar el SENAME, por lo demás, no son condiciones o exigencias para adoptar, pues sólo cumplen funciones de publicidad del conjunto de eventuales adoptados y adoptantes.


Título II


De los  procedimiento previos a la adopción


Artículo 8º del Senado.


	Corresponde, en parte, al artículo 11 del proyecto de la Cámara.


	El artículo 11 aprobado por la Corporación señala que son susceptibles de ser adoptados los menores de 18 años que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones: a) de filiación desconocida; b) que hayan sido judicialmente declarados abandonados, para quedar en situación de ser adoptados, o c) cuyos padres declaren al juez de menores incapacidad presente y futura para hacerse cargo responsablemente de ellos y que manifiesten su voluntad de entregarlo en adopción, bastando la declaración de uno si el otro ha muerto o está imposibilitado, o bien, si sólo uno lo ha reconocido, la de éste (inciso primero).  


	Dentro del plazo de treinta días, el padre o la madre, según el caso, deben ratificar la declaración ante el mismo tribunal ante el cual la efectuaron. Si no concurren, se tendrá por ratificada.


	Transcurrido el plazo, el juez debe poner esta circunstancia en conocimiento del Servicio Nacional de Menores (SENAME) para los efectos de la inclusión del menor en el registro de menores susceptibles de ser adoptados (inciso tercero).  


	En el caso de menores con estado civil de hijo de uno de los adoptantes, bastará el consentimiento del tercero que sea a su respecto padre o madre, y, si éste se opusiere, se seguirá el procedimiento de declaración de abandono para los efectos de la adopción (inciso cuarto).  


	Por último, se resta validez a la declaración prestada para la adopción del hijo que está por nacer (inciso quinto).


	El Senado ha sustituido este artículo 11 por otros cuatro artículos, signados como 7°, 8°, 9° y 10.


	El artículo 8º, que es el que se recomienda rechazar, establece el procedimiento al cual habrá de ceñirse el tribunal para efectuar la declaración judicial que acredite fehacientemente que un menor se encuentra en la situación prevista en la letra a) del artículo 7º, esto es, que sus padres no están  capacitados o en condiciones de hacerse cargo responsablemente de él y que han expresado su voluntad de entregarlo en adopción ante el juez competente.


	Lo primero que tiene que hacer el juez es requerir, de inmediato, los informes que estime necesarios para acreditar dicha situación, señalando el plazo dentro del cual deben ser evacuados, que no podrá exceder de treinta días, pudiendo prescindir de ellos una vez transcurrido el plazo fijado.


	Dentro del mismo plazo, debe oír al SENAME cuando la gestión no sea patrocinada por ese servicio o por alguno de los organismos acreditados ante él.  


	En su inciso tercero, mantiene la norma que hace suficiente la declaración de voluntad de uno solo de los padres cuando el otro hubiere fallecido o se encontrare imposibilitado de expresarla (parte final de la letra c) del artículo 11 aprobado por esta Cámara), pero la extiende también a los casos en que el padre o madre llamado a manifestarla se niegue a concurrir al tribunal luego de ser citado dos veces bajo apercibimiento de presumirse su voluntad de entregar al hijo en adopción.  


	Su inciso cuarto impone al juez el deber de adoptar una resolución dentro de 30 días después de recibido el último informe, entendiéndose comprobadas las circunstancias expresadas en la letra a) si no resolviere dentro plazo, cuando la gestión estuviere patrocinada por el SENAME o por un organismo acreditado ante éste, lo que deberá ser certificado por el secretario del tribunal a solicitud verbal del interesado.


	Su inciso final recoge la norma establecida en el inciso tercero del artículo 11 aprobado por esta Cámara, en orden a poner la resolución judicial en conocimiento del SENAME para los efectos del registro de menores susceptibles de ser adoptados, agregando una referencia a la certificación aludida precedentemente.


--------


	Vuestra Comisión, por unanimidad, acordó recomendar el rechazo de este artículo, con el objeto de fijar plazos para el cumplimiento de todas las diligencias que el tribunal decrete y evitar dilaciones innecesarias en el procedimiento de adopción, especialmente de la que se refiere a la citación, en dos oportunidades, del padre que se niega a concurrir al tribunal a prestar declaración.


Artículo 10 del Senado


	El artículo 10 regula la situación del menor que sea descendiente consanguíneo de uno de los adoptantes. 


	El proyecto aprobado por la Cámara establecía un procedimiento previo a la adopción, simplificado, para aquellos menores que fueran descendientes consanguíneos de uno de los adoptantes, incluidos los que tuvieran el estado civil de hijo respecto de uno de ellos, a que se refiere el inciso cuarto del artículo 11.


	En el proyecto del Senado, cuando uno de los cónyuges que desean adoptar sea el padre o madre del menor, y sólo éste lo haya reconocido como hijo, se aplica directamente el procedimiento de adopción contemplado en el Título III.  


	En cambio, si el hijo ha sido reconocido por ambos padres, o tiene filiación matrimonial, será necesario el consentimiento del otro padre o madre, y en este caso se aplica, en lo que corresponda, el procedimiento previsto en el artículo 8°.  


	A falta del otro padre o madre, o si éste se opusiere a la adopción, el juez deberá resolver si el menor es susceptible de ser adoptado.


	Las mismas reglas se aplicarán cuando uno de los cónyuges que quieran adoptar sea otro ascendiente consanguíneo del padre o madre del menor (abuelos).


-------- 


	La Comisión, por unanimidad, recomienda rechazar este artículo, a fin de que se aclare, en su inciso segundo, que el reconocimiento del hijo por ambos padres debe provenir de los padres “biológicos”.


Artículo 18, nuevo, del Senado.


	El artículo 18, en su inciso primero, faculta al juez para confiar el cuidado personal del menor a cuyo respecto se esté tramitando la declaración de que es susceptible de ser adoptado, a quienes hayan manifestado su voluntad de adoptarlo y cumplan con los requisitos legales para ello, regla que aplicará especialmente en el caso de los interesados que propongan el SENAME o un organismo acreditado ante él en las gestiones que patrocinen.  


	Todo ello, con el propósito de trabar cuanto antes una vinculación afectiva entre el menor y quienes hagan saber al tribunal su voluntad de adoptarlo.


	Su inciso segundo incluye una regla similar a la propuesta por esta Cámara en el artículo 68 (modificatorio del artículo 29 de la ley N° 16.618), conforme a la cual los menores que se encuentren en este caso serán considerados carga de la persona a cuyo cuidado estén, para los efectos de causar asignación familiar y acogerse a los beneficios de salud y demás que les correspondan.


	Por último, su inciso tercero ordena al juez agregar a los autos los procesos de protección incoados en relación con el menor, norma similar a la contenida en el artículo 24 aprobado por esta Corporación.


--------


	Con ocasión de esta disposición, se recordó que el proyecto deroga la adopción contemplada en la ley 7.613, de naturaleza eminentemente proteccionista, que busca amparar a un adulto o a un menor que se encuentra en situación desmejorada, igual que la adopción simple de la ley 18.703, que no crea un estado civil nuevo, pero que permite al menor adoptado acceder a los beneficios asistenciales, generalmente de salud, que le pueden brindar los adoptantes, en muchos casos, los abuelos, padres de una madre soltera menor de edad.


--------


	El argumento que se dio para justificar esta derogación fue que con la nueva ley de filiación no existe la diferenciación en la calidad de hijos. 


	Se hizo presente, además, que la ley de menores faculta a los jueces para otorgar, en casos determinados, medidas de protección, como la tuición o el cuidado personal de los menores con todos los beneficios asistenciales que esa ley consagra.


--------


	En definitiva, la Comisión acordó recomendar el rechazo de este artículo con el fin de mantener ambas figuras, con otra denominación, para efectos previsionales y sociales en general.


		Si ello no fuera posible, sería importante mantener, a lo menos, la adopción simple, que es utilizada para fines previsionales y sociales.


Título III


De la adopción 


Párrafo Primero


De la constitución de la adopción por personas residentes en Chile


Artículo 19.


	El artículo 19 de la Cámara dispone que sólo podrá otorgarse la adopción plena a los cónyuges chilenos o extranjeros, con cuatro o más años de matrimonio, que cumplan los restantes requisitos que señala en cuanto a edad, capacidad física, mental, psicológica y moral, y diferencia de edad con el menor.  


	Su inciso segundo establece que los extranjeros con residencia permanente en Chile deberán acreditar la inscripción del matrimonio en el Registro Civil.  


	Su inciso tercero faculta al juez, en casos justificados, para prescindir de los límites de edad o rebajar la diferencia de años con respecto del menor hasta en cinco años.  


	Por último, su inciso cuarto estatuye que los requisitos de edad y diferencia de edad señalados en el inciso primero no serán exigibles si uno de los adoptantes es ascendiente por consanguinidad del adoptado.


--------


	El Senado ha reemplazado este artículo por otros dos, signados con los números 19 y 20.


	El artículo 19 de la Cámara revisora, que es el que se recomienda rechazar, versa sobre la misma materia que el propuesto por esta Corporación, pero se ha suprimido, en el inciso primero, la expresión "sólo" y la referencia al carácter pleno de la adopción, rebajando además, de cuatro a dos años, la duración mínima del matrimonio de los adoptantes.


	Respecto de los adoptantes, se agrega la exigencia de que residan permanentemente en el país, y se precisa que la actuación de consuno que se les exige debe verificarse en todas las gestiones que requieran la expresión de voluntad de los adoptantes.  


	El inciso segundo del texto aprobado por la Cámara de Diputados ha sido eliminado.  


	El inciso tercero ha pasado a ser segundo, con la sola enmienda de sustituir la facultad conferida al juez para prescindir de los límites de edad señalados por la de "rebajar" dichos límites.  


	El inciso cuarto ha pasado a ser tercero, sólo con modificaciones formales.  


	Por último, el texto del Senado agrega a esta norma un inciso final, mediante el cual exime del requisito de duración mínima del matrimonio cuando uno o ambos cónyuges fueren infértiles.


--------


	Se señaló, al efecto, que la exigencia de un tiempo mínimo de matrimonio tiene un doble propósito. Por un lado, garantizar al adoptado una estabilidad en la familia que lo acogerá, partiendo del supuesto de que después de dos años las relaciones humanas entre los cónyuges se encuentran suficientemente consolidadas. Por otro, darles a los cónyuges un tiempo razonable para verificar la posibilidad de procrear por ellos mismos.


	Los representantes del Gobierno expresaron que los años de matrimonio no son garantía de estabilidad del matrimonio, ya que las mayores separaciones se producen después de los 6 ó 7 años. Como la idea es no atrasar el proceso de adopción, se rebajó de 4 a 2 años el plazo que actualmente contempla la ley. 


	Se agregó, a mayor abundamiento, que no es común que matrimonios que tienen capacidad para procrear quieran adoptar. 


	La regla general es que matrimonios con problemas para procrear quieran adoptar menores. 


	Lo que el proyecto establece es una opción para facilitar la adopción, debido a que existe gran número de niños menores de 6 años en condiciones de ser adoptados. Dilatar a dos años la iniciación del trámite de adopción para estos adoptantes, va en perjuicio del menor.


--------


	Por las razones expuestas por los representantes del Gobierno, se planteó la conveniencia de eliminar el requisito de los años de matrimonio para los interesados en adoptar, con lo cual carecería de objeto la regla de excepción establecida a favor de los cónyuges infértiles.


--------


En definitiva, la Comisión, por unanimidad, acordó recomendar el rechazo de esta enmienda, a fin de introducirle algunos mejoramientos en el trámite de la comisión mixta.


El propósito es eliminar el requisito de que los cónyuges adoptantes tengan dos o más años de matrimonio, habida consideración de que esta exigencia no involucraría, necesariamente, estabilidad matrimonial, estimándose como suficiente la acreditación del matrimonio. Esa exigencia sólo se mantendría para las adopciones internacionales.


	Se desea, asimismo, que la decisión del juez de rebajar los límites de edad o la diferencia de años, debería ser adoptada no “cuando se justifique” sino por “resolución fundada”, debido a la importancia que para la institución de la adopción tiene este pronunciamiento judicial.


	Por último, se considera recomendable eliminar el inciso final de este artículo, para hacerlo armónico con la eliminación del requisito de años de matrimonio del inciso primero.


Artículo 20


	El nuevo artículo 20 aprobado por el Senado permite optar como adoptantes a los chilenos solteros o viudos, con residencia permanente en el país, respecto de quienes se haya realizado la respectiva evaluación de idoneidad y que cumplan los requisitos de límites y diferencia mínima de edad, solicitar la adopción de un menor cuando no existan cónyuges que cumplan los requisitos legales, o que sólo les falte a dichos cónyuges el de residencia permanente en Chile.  


	Mediante el inciso segundo, se les hace exigible, además, la obligación de haber participado en los programas de adopción.  


	Si hubiera varios interesados solteros o viudos interesados en adoptar a un menor y reunieran similares condiciones, el tribunal debe preferir a quienes sean parientes consanguíneos del menor o, en su defecto, a quienes tengan su cuidado personal.


--------


	Durante el análisis de esta disposición, se plantearon diversas inquietudes acerca de la adopción de un menor por adoptantes solteros, particularmente ante la eventualidad — avalada por la redacción plural de la disposición — de que un menor pudiera ser adoptado por dos personas del mismo sexo, con lo cual podría estar permitiéndose la adopción por convivientes no casados.


	Se hizo presente que ese no era el sentido de la norma y que, en cuanto a la adopción por solteros o viudos, ella estaba contemplada tanto en el proyecto aprobado por la Cámara como por el Senado y que estaba limitada a los chilenos que tuvieran una de estas calidades. 


	La idea, en todo caso, es que nadie puede ser adoptado por más de una persona, salvo que los adoptantes tengan la calidad de cónyuges entre sí.


	Es más, se recordó que, en la actualidad,  a través de la adopción simple y de la adopción clásica contemplada en la ley Nº 7.613, igualmente pueden adoptar las personas solteras. 


	La Cámara de Diputados no modificó este criterio y en el artículo 42 del proyecto por ella aprobado se establece, expresamente, la posibilidad de que solteros y casados puedan adoptar bajo la fórmula de la adopción simple.


	El tema de los adoptantes solteros fue tratado in extenso en el Senado. 


	La primera opción para adoptar la tienen los matrimonios chilenos y extranjeros y, en cuanto a los solteros y viudos, también hay preferencia para los ascendientes y los que hayan tenido el cuidado personal del niño. 


	Así, los solteros simplemente tales ocupan el último lugar, lo que es razonable, máxime si se está ante la disyuntiva — de suprimirse la disposición —de que los menores terminen en un orfanato sin tener ningún tipo de familia, aunque sea uniparental. 


	Se afirmó que, de todas maneras,  estaba resguardada la seguridad del menor, ya que si éste no se encuentra incorporado al registro del SENAME, una vez hecha la presentación judicial por la parte del adoptante, ese Servicio tiene la obligación de hacerse parte en el proceso en defensa de los intereses de ese niño.


	Por lo demás, el niño adoptado tiene los mismos derechos y resguardos que tiene un hijo biológico. Si el menor adoptado es víctima de sodomía, abusos deshonestos o violencia intrafamilar  —en los tribunales existe gran cantidad de procesos con relación a hijos biológicos— tiene las mismas acciones legales que el hijo biológico.


	En la práctica, la adopción por solteros será cada día más excepcional, por existir gran cantidad de matrimonios interesados en adoptar.


--------


En definitiva, la Comisión acordó, por unanimidad, recomendar el rechazo de este artículo, a fin de clarificar en su redacción que puede optar a la adopción de un menor una persona soltera o viuda, singular.


La idea es que en la comisión mixta se proponga un nuevo artículo, en virtud del cual, en caso de que no existan cónyuges interesados en adoptar a un menor que cumplan con todos los requisitos legales, o que sólo les falte el de residencia permanente en Chile, podrá optar como adoptante una persona soltera o viuda, chilena, con residencia permanente en el país, respecto de quien se haya realizado la misma evaluación y que cumpla con los mismos rangos de edad y de diferencia de edad con el menor que se pretende adoptar.


	Este interesado deberá, además, haber participado en alguno de los programas de adopción a que se refiere el artículo 6°.


	Si hubiere varios interesados solteros o viudos que reúnan similares condiciones, el tribunal preferirá a quien sea pariente consanguíneo del menor, y, en su defecto, a quien tenga su cuidado personal.


Párrafo Segundo


De la competencia y el procedimiento de adopción


Artículo 23.


	La disposición aprobada por la Cámara dispone que,  recibida la solicitud de adopción, el juez verificará el cumplimiento de los requisitos legales y ordenará las diligencias necesarias para comprobar los beneficios que la adopción reporta al menor y, si lo estima menester, para complementar la evaluación de idoneidad de los solicitantes (inciso primero).


	Constituirá antecedente favorable para la adopción plena el hecho de que el menor haya sido adoptado con anterioridad por uno de los cónyuges, con sujeción a las normas de la adopción simple (inciso segundo).


	Si los solicitantes no tuvieren el cuidado personal o la tuición del menor, el tribunal, desde que aparezcan datos suficientes en autos, les otorgará la tuición provisional por treinta días y dispondrá lo necesario para establecer la adaptación del menor con su futura familia (inciso tercero). 


	 El juez podrá, asimismo, prolongar la tuición provisional por todo el tiempo que dure el procedimiento (inciso cuarto).


--------


	El Senado ha sustituido este artículo por otro, que presenta las siguientes diferencias substanciales con el aprobado por la Cámara.


	En su inciso primero, establece que la primera acción del tribunal posterior a la recepción de una solicitud de adopción deberá ser acogerla a tramitación, si la encuentra conforme, antes de ordenar las diligencias que estime pertinentes.  


	Ello, a fin de no dilatar por esta vía el inicio del procedimiento.  


	El inciso segundo lo ha suprimido, incluyendo en su lugar otro, que ordena al juez agregar a los autos el expediente de la causa previa por la que se haya declarado al menor susceptible de ser adoptado. 


	El inciso tercero lo ha conservado, con la sola enmienda de eliminar el plazo de tuición provisional. 


	El inciso cuarto también lo ha suprimido, consignando en su lugar uno nuevo, que faculta al juez para poner término, fundadamente, en cualquier etapa del procedimiento, a la tuición provisional ejercida por los interesados, cuando lo estime necesario para el interés superior del menor.  Asimismo, hace cesar de pleno derecho la tuición provisional si los solicitantes no obtienen en definitiva la adopción, debiendo el juez dejar constancia de ello en la sentencia, y disponer en la misma, además, la entrega del menor a quien deba ejercer su cuidado en lo sucesivo.


--------


	Una de las características del proyecto es la celeridad del procedimiento y el establecimiento de plazos para el cumplimiento de las distintas diligencias judiciales, de modo de abreviar y facilitar la adopción.


	Este artículo, en cambio, pese a otorgar una serie de atribuciones al juez para la tramitación de la solicitud de adopción y para decretar las diligencias que estime necesarias, no contiene plazo alguno, lo que podría producir dilaciones inexplicables.


	Para subsanar este vacío, la Comisión, por unanimidad, acordó recomendar el rechazo de este artículo, con el objeto de que se fije un plazo para la resolución judicial que acoja a tramitación la solicitud de adopción y evitar así la dilación del proceso de adopción.


Párrafo Tercero


De la constitución de la adopción por personas no residentes en Chile.


Artículo 30


	Corresponde al artículo 32 de la Cámara.


	El precepto aprobado por la Cámara ordena que sólo podrá otorgarse la adopción plena internacional a los cónyuges no residentes en Chile, previamente calificados por el organismo gubernamental de su país de residencia, con el que exista un convenio de adopción, y que cumplan los requisitos generales señalados en el artículo 19.


--------


	El Senado lo ha contemplado como artículo 30, reemplazando en él la referencia a la adopción plena internacional por otra que alude a la adopción regulada en el nuevo párrafo tercero bajo el cual se inserta.  


	Dispone que ésta sólo podrá otorgarse a los cónyuges no residentes en Chile (y también al viudo o viuda, en los términos del artículo 21), sean ellos nacionales o extranjeros, los cuales deberán ser evaluados por los organismos a que se refiere el artículo 6° (el SENAME o alguna institución acreditada ante éste), quienes deberán cumplir los requisitos señalados en los incisos primero, tercero y cuarto del artículo 19, y en el artículo 21.  


	La exigencia de que exista un convenio de adopción con el país de residencia de los solicitantes ha sido suprimida, sin perjuicio de que éstos deban respetar las normas internacionales sobre la materia, al tenor de lo preceptuado en el artículo 28 del texto del Senado.


-------


	La Comisión, por unanimidad, acordó recomendar el rechazo de este artículo, con el fin de modificar su redacción, a fin de hacerlo compatible con las modificaciones propuestas para el artículo 19, el cual se ha recomendado rechazar, entre otras consideraciones, para eliminar la exigencia impuesta a los cónyuges interesados en adoptar a un menor de tener dos o más años de matrimonio, requisito que, en el caso de la constitución de la adopción por personas no residentes en Chile se quiere mantener.


Por lo mismo, se hace necesario incluir expresamente esta exigencia en la nueva redacción que habrá de proponer la comisión mixta para este artículo, para que sólo pueda otorgarse la adopción regulada en este párrafo a los cónyuges no residentes en Chile, sean nacionales o extranjeros, que tengan dos o más años de matrimonio y cumplan con los demás requisitos señalados en los artículos 19, incisos primero y tercero, y 21.


Título IV


De las sanciones


Artículo 38


	Corresponde al artículo 61 de la Cámara.


	La disposición aprobada por la Cámara sanciona con suspensión del empleo en sus grados mínimo a medio y multa de 6 a 10 unidades tributarias mensuales (UTM), al funcionario judicial o administrativo que, en conocimiento de antecedentes reservados sobre adopción, los revele o permita que otro lo haga.  


	Su inciso segundo amplía la pena a inhabilitación absoluta en cualquiera de sus grados y multa de 8 a 10 UTM, si de la revelación se siguiere grave daño para el menor o sus padres biológicos o adoptivos.


--------


	El Senado lo ha considerado como artículo 38, elevando de 10 a 20 UTM el límite máximo de la multa establecida en el inciso primero.  


	Por el inciso segundo, se hace aplicable la pena de inhabilitación absoluta en cualquiera de sus grados y la de multa, elevando sus límites inferior y superior a 21 y 30 UTM, respectivamente, a los casos de reiteración de la conducta sancionada en el inciso anterior, así como a aquellos en que, en razón de la revelación, se ocasionare grave daño a las personas que señala.


--------


	Con relación a este artículo, la Comisión acordó, por unanimidad, recomendar su rechazo, a fin de que sea redactado en mejor forma su inciso primero, teniendo en consideración que el verbo rector de la figura típica es revelar o permitir que otro lo haga, antecedentes reservados sobre adopción. 


--------


	En relación con este artículo y los demás que contemplan sanciones y penas, se destacó que, de alguna manera, en el proyecto se cambian los tipos penales establecidos en la legislación que se deroga, manteniéndose, con todo,  la idea central del tipo. 


	Esta situación, que no es nueva, ha traído consecuencias en la interpretación de los tribunales y podría ocurrir que personas  actualmente  procesadas por delitos contemplados en la ley de adopción , al entrar en vigencia esta nueva ley, fueran absueltas, por tener ésta un tipo formalmente distinto. Los tribunales podrían interpretar que el otro delito se derogó y aplicar el principio de la favorabilidad y absolver al procesado.


--------


	Los representantes del Gobierno hicieron saber que el tema de la desincriminación había sido analizado por el Ministerio, no sólo en relación con el tratamiento en este proyecto sino que en otros, como en el proyecto relativo a los delitos sexuales, respecto del cual en el Senado se tuvo a la vista un informe de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, que sostiene la misma posición del Ministerio de Justicia, de ser innecesaria cualquiera normativa que aclare el sentido o alcance de la derogación de la normativa penal anterior.


	La interpretación unánime de la doctrina y de la jurisprudencia, con una excepción, es que no existe peligro alguno de desincriminación. 


	En su opinión, la respuesta técnica sobre la materia, desde el punto de vista penal, esta dada por el artículo 18 del Código Penal, que se refiere a los casos en que hay aplicación del principio pro reo.


	Cuando se modifica alguna figura, la doctrina señala que debe interpretarse el hecho que está siendo sancionado a la luz de toda la normativa vigente al momento de cometerse, y luego, de toda la normativa al momento en que va a ser sancionado. 


	Los autores señalan, a manera ejemplar, que los jueces deben hacer dos borradores de sentencias para ver si en un caso se recibe una sanción inferior a otro. 


	De tal forma que, a su juicio, no se produce vacío legal alguno.


	Se hizo saber que una de las alternativas que ha trabajado el Ministerio de Justicia es la presentación de un proyecto de ley interpretativa sobre esta materia. Uno de los antecedentes que han tenido en cuenta para tales efectos es la disposición primera transitoria del Código Penal Español de 1995. �


	En todo caso, reconocieron  que existe algún grado de inquietud sobre esta materia, y que su aclaración debería confiarse a penalistas, especialmente a los que pertenecen al Poder Judicial. 


--------


	Sin perjuicio de la validez de las argumentaciones anteriores, la Comisión estimó pertinente escuchar otras opiniones sobre el particular y, con ese propósito, acordó invitar a los ministros de la Excma. Corte Suprema e integrantes de su sala penal don Enrique Cury Urzúa y don Mario Garrido Montt. 


--------


	Los señores Cury y Garrido coincidieron en que la doctrina penal más o menos permanente y aceptada en  nuestro país es que, cuando una ley ha sido derogada, manteniendo, en substancia, la materialidad del tipo, en su aspecto objetivo y subjetivo, aunque tenga una terminología distinta, se aplica esa disposición en concordancia con el artículo 18 del Código Penal �, dado que la figura, como delito, se ha respetado, manteniéndose el criterio de la continuidad del ordenamiento jurídico en cuanto a considerar el hecho como delito. 


Esto ha sido aceptado por la Corte de Apelaciones y también por la Corte Suprema.


	Esta afirmación, que pudiere parecer de tipo teórico doctrinario, tiene fuerte respaldo en la normativa vigente. 


Así, el artículo 19, N° 3º,  de la Constitución Política de la República, en su inciso final, dice que ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella. No se refiere a un tipo penal,  sino a un comportamiento humano, que es un hecho.


El artículo 18 del Código Penal, en su inciso segundo, al decir textualmente que “Si después de cometido el delito y antes de que se pronuncie sentencia, se promulgare otra ley que exima tal hecho...” también se refiere a “un hecho”; o sea, el legislador no se refiere a un cambio del delito sino al hecho incriminado, que es distinto. 


En consecuencia,  si en una ley se describía un hecho y una ley posterior la deroga, pero describe ese mismo hecho, desde el punto de vista del derecho positivo, aparece como indiscutible que ese hecho es mantenido y se le aplicará la antigua o la nueva ley, según cuál sea más benigna.


	Históricamente,  en los tribunales siempre se ha respetado la continuidad y,  si hay un caso de excepción, como lo ha habido, sería aislado.


	Cuando la nueva ley contiene tipos que son substancialmente iguales, se mantiene la continuidad,  aunque la forma pueda experimentar ligeras modificaciones.


	Si la nueva ley contiene modificaciones substanciales, pero que implican ampliar el campo de las conductas punibles, es claro que los sujetos que están siendo procesados sólo podrán ser castigados si sus conductas se adecuan a la antigua ley, es decir,  a la que era más restringida y no podrán, en cambio, ser castigados por conductas comprendidas por el nuevo tipo,  pero que el antiguo no abarcaba. Esto, por aplicación del principio de favorabilidad.


	Lo que no se quiere por la Constitución Política de la República ni por los principios que rigen el Derecho Penal es que el ciudadano sea sorprendido, declarándose, con posterioridad a la ejecución del hecho, que en el momento en que lo realizó era impune, que ahora puede ser castigado. Pero, si de acuerdo con la antigua ley, él ya podía ser castigado por el hecho y la nueva ley se refiere a ese mismo hecho, entonces nada ha cambiado y no ha lugar a que pueda hacerse otro tipo de interpretación.


	Ambos Ministros se manifestaron contrarios a la introducción de una cláusula expresa. Si así ocurriere, se crearía  el precedente de que,  no habiendo tal cláusula, todos los que estaban siendo procesados por la antigua ley, por su  sola modificación, incluso formal, ya no lo podrían ser. 


Fueron enfáticos en señalar que, a su juicio, emitido a título estrictamente personal, esta nueva normativa no tendría mayores problemas para ser aplicada.


---------


Las alternativas que la Comisión barajó en la materia fueron tres. La primera, dejar establecido en esta ley y todas aquellas en las que se modifiquen tipos penales, que ello no significa desincriminar, como se hizo en la ley de drogas. La segunda, dictar una norma general que aclare que para cualquier caso en que esto se produzca debe entenderse que no se desincrimina el delito que sufrió alguna modificación en su descripción. La tercera es la interpretación doctrinaria y jurisprudencial que,  por no ser vinculante, presenta el riesgo de sentencias contradictorias.


--------


	En definitiva, la Comisión, por unanimidad, no estimó necesario recomendar que se incluyera una norma expresa en este proyecto para resolver el problema de una eventual desincriminación, por lo que el tema habrá de ser resuelto por los tribunales de justicia, de acuerdo con los principios y preceptos legales anteriormente indicados.


Disposiciones finales


Artículo 68.


	Modifica la ley Nº 16.618, a fin de considerar carga legal de una persona al menor que tenga a su cuidado, para efectos de impetrar los beneficios de asignación familiar y de salud.


	Como se indicara en su oportunidad, el Senado lo ha incorporado, con adecuaciones formales de redacción, como inciso segundo del artículo 18, que, al igual que éste, vuestra Comisión ha recomendado rechazar.


	Por las mismas razones expresadas al analizar el referido artículo 18, vuestra Comisión recomienda rechazar esta adición o enmienda.


IV. Diputado Informante.


	Se designó Diputado Informante a la señora María Pía Guzmán Mena.


	Sala de la Comisión, a 17 de marzo de 1999.














	Acordado en sesiones  de fechas 10 y 17 de marzo de 1999, bajo las presidencias sucesivas de los señores Aldo Cornejo González y Sergio Elgueta Barrientos, y con la asistencia de los Diputados Francisco Bartolucci Johnston, Juan Bustos Ramírez, Alberto Cardemil Herrera, Juan Antonio Coloma Correa, Alberto Espina Otero, María Pía Guzmán Mena, Zarko Luksic Sandoval, Aníbal Pérez Lobos, Laura Soto González  e Ignacio Walker Prieto.














Adrián Álvarez Álvarez,


Secretario de la Comisión.


�  Esta iniciativa ingresó a tramitación legislativa con fecha 7 de enero de 1993, dándose cuenta del respectivo mensaje al día siguiente, ocasión en la cual se dispuso su envío a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.


En sesión 26ª, del 15 de diciembre de 1994, la Corporación, accediendo a una solicitud de la Comisión de Familia, dispuso enviar esta iniciativa, primeramente, a esa Comisión y, luego, a la de Constitución, Legislación y Justicia.


Con fecha 22 de marzo de 1995, el Ejecutivo presentó una indicación para sustituir en su totalidad el texto original del proyecto de ley en estudio.


La Comisión de Familia informó el proyecto, en su primer trámite reglamentario, el 31 de julio de 1995.


Por acuerdo adoptado en sesión 22, del 1 de agosto de 1995, se eximió el proyecto del informe de esta Comisión, pasando directamente a la Comisión de Hacienda, el 2 de agosto, la que lo informó el 10 de enero de 1996.


El día 11 de enero se dio cuenta de ambos informes en la Sala, procediéndose a su discusión en general en sesiones del 9, 10, 18 y 30 de abril de 1996, fecha esta última en que fue aprobado.


La Comisión de Familia lo informó en particular el 31 de mayo de 1996. Del informe se dio cuenta en la sesión 5ª, del 11 de junio del mismo año.


La Sala lo aprobó en particular el 30 de julio y lo comunicó al Senado al día siguiente, Corporación que lo remitió en informe a su Comisión de Constitución, Legislación,  Justicia y Reglamento, la que inició su estudio en general el 21 de julio de 1998 y lo terminó el 13 de octubre del mismo año.


El Senado le prestó aprobación en general el 11 de noviembre de 1998, volviendo a la Comisión con las indicaciones presentadas, quedando despachado en particular por ésta con fecha 15 de diciembre de 1998.


El Senado lo aprobó en particular el 22 de diciembre de 1998 y lo comunicó a la Cámara el 29 de diciembre.


Del oficio respectivo se dio cuenta en la sesión 30ª, del 5 de enero de 1999, ocasión en la cual se acordó enviarlo a la Comisión de Familia con plazo hasta el 12 de enero. Dicha Comisión aprobó el proyecto dentro de plazo y evacuó su informe el 14 del referido mes.


Al darse cuenta del informe en la Sala el 19 de enero, se acordó enviarlo a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, hasta el 15 de marzo, plazo que después fue prorrogado hasta el 30 de abril.


Esta última Comisión le prestó aprobación el 17 de marzo, encontrándose el proyecto en condiciones de ser visto por la Sala a contar del martes 30 del citado mes.


� El 26 de octubre de 1999.


� La legislación nacional actual no contempla la adopción internacional; lo que existe es una autorización para que el niño salga de Chile y pueda ser adoptado en el país de origen o residencia de los padres adoptantes. El proyecto mejora notablemente esta materia, ya que sólo se podrá adoptar en Chile, por lo que el niño saldrá al extranjero ya adoptado.


Según antecedentes entregados a la Comisión, hasta 1989 no existía  en nuestro país ninguna solicitud de adopción nacional a través del SENAME y ese año salieron al extranjero alrededor de 1.200 niños. En el año 1990 se comenzó con el proceso para instaurar el rol subsidiario de la adopción internacional, entendiendo que, aunque no existía el concepto de adopción internacional, los niños estaban saliendo, debiendo someterse a complejos procedimientos de adopción. Las cifras se han reducido considerablemente. Es así como hoy Chile ha dejado de tener incidencia fuerte en el tema de la adopción internacional. Hay alrededor de 240 adopciones nacionales anuales y 185 salidas al extranjero.


� El artículo 12 de la Convención de los Derechos del Niño contiene el compromiso de los Estados Partes de garantizar al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que le afecten, teniéndose en debida cuenta sus opiniones, en función de su edad y madurez. Con tal fin, debe darse en particular al niño la oportunidad de ser escuchado en todo procedimiento judicial o administrativo que lo afecte, ya sea directamente o por medio de un representante o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas  de procedimiento de la ley nacional.


La Convención de La Haya sobre la protección del niño y  la cooperación en materia de adopción internacional, de 1993,  cuya finalidad es establecer garantías para que las adopciones internacionales tengan lugar en consideración al interés superior del niño y al respeto a los derechos fundamentales que le reconoce el Derecho Internacional, estatuye en su artículo 4ª que estas adopciones sólo pueden tener lugar, entre otras consideraciones, cuando las autoridades competentes del Estado de origen se han asegurado, teniendo en cuenta la edad y el grado de madurez del niño, de que: 1) ha sido convenientemente asesorado y debidamente informado sobre las consecuencias de la adopción y de su consentimiento a la adopción, cuando este sea necesario, 2) se han tomado en consideración los deseos y opiniones del niño, 3) el consentimiento del niño a la adopción, cuando sea necesario, ha sido dado libremente, en la forma legalmente prevista y que este consentimiento ha sido dado o constatado por escrito, y 4) el consentimiento no ha sido obtenido mediante pago o compensación de clase alguna.


� La disposición del inciso tercero del artículo 13, es del tenor siguiente:


“Si en el plazo de treinta días no se obtuvieren resultados positivos a través de dichas diligencias, el juez ordenará de inmediato que la notificación sea efectuada por medio de un aviso que se publicará gratuitamente en el Diario Oficial el día 1º o 15 de cada mes, o el día hábil siguiente si aquél fuese feriado. El aviso se publicará también por una vez en un diario de circulación nacional.”


La razón de esta calificación estriba en el hecho de que la obligación de gratuidad de la publicación que se impone a esa empresa del Estado configura una excepción a la legislación común aplicable a los particulares, lo que debe ser aprobado con quórum calificado por mandato del artículo 19, Nº 21, de la Carta Fundamental.


La disposición aprobada por la Cámara, contenida en el inciso tercero del artículo 15, establecía que la citación debía efectuarse por medio de dos avisos publicados en días distintos en un diario de circulación nacional, sin contemplar publicación alguna en el Diario Oficial.


� De acuerdo con esta disposición transitoria: “Los delitos y faltas cometidos hasta el día de la entrada en vigor de este Código se juzgarán conforme al cuerpo legal y demás leyes penales especiales que se derogan. Una vez que entre el vigor el presente Código, si las disposiciones del mismo son más favorables para el reo, se aplicarán éstas."


� El artículo 18 del Código Penal dispone: “Ningún delito se castigará con otra pena que la que le señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración.


Si después de cometido el delito y antes de que se pronuncie sentencia de término, se promulgare otra ley que exima tal hecho de toda pena o le aplique una menos rigorosa, deberá arreglarse a ella su juzgamiento.


Si la ley que exima el hecho de toda pena o le aplique una menos rigorosa se promulgare después de ejecutoriada la sentencia, sea que se haya cumplido o no la condena impuesta, el tribunal de primera instancia que hubiere pronunciado dicha sentencia deberá modificarla, de oficio o a petición de parte y con consulta a la Corte de Apelaciones respectiva.


En ningún caso la aplicación de este artículo modificará las consecuencias de la sentencia primitiva en lo que diga relación con las indemnizaciones pagadas o cumplidas o las inhabilidades.”
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